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 ACCIONANTE: ÁLVARO JAVIER PIEDRAHITA ECHEVERRY 
VS. UAEGRT del Valle del Cauca y Eje Cafetero.
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN  

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Accionante: 

ALVARO JAVIER PIEDRAHITA ECHEVERRY
Accionado:
 UAEGRT DE VALLE DEL CAUCA Y EJE CAFETERO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y A LA PROPIEDAD PRIVADA / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD EN TUTELA / INMEDIATEZ / SUBSIDIARIEDAD / CUESTIONAMIENTO DE ACTO ADMINISTRATIVO / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENTE / Con respecto al  presupuesto de la inmediatez, en el caso sub examine el accionante presenta su inconformidad frente a lo decidido por la UAEGRT a través de las Resoluciones RV01363 del 29 de agosto de 2016 y la RV1401 del 5 de septiembre de 2016, las cuales confirmaron la exclusión de inicio de estudio de inscripción de sus predios Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, esta Sala puede inferir la afectación a su derecho a la propiedad privada al no haber acreditado el abogado Piedrahita Echeverry que se encontraba dentro del término razonable para formular la demanda de amparo.

(…)
Esta Colegiatura advierte que la jurisdicción ordinaria tiene previsto como mecanismo de defensa la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad que se encuentran consagrados en los artículos 137 y 138 de la Ley 1437 de 2011, lo que significa que la parte actora cuenta con dichos medios de control contenciosos administrativos, de lo que no existe prueba dentro del expediente se hubieran utilizados, luego de haber agotado la vía administrativa.

(…)
Así las cosas, esta Sala observa que en el presente asunto constitucional el accionante pretermitió agotar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho cuando ese era el mecanismo ordinario y expedito que tenía para para controvertir los actos administrativos emitidos por la UAEGRT despojadas del Valle del Cauca y Eje Cafetero, por lo tanto, al incumplirse con uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, como lo es el de la subsidiariedad, esta Sala confirmará  el fallo estudiado.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0138
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Álvaro Javier Piedrahita Echeverry en contra del fallo emitido el 26 de diciembre de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Itinerante de esta ciudad, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas del Valle del Cauca y Eje Cafetero - UAEGRTD.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Narró el abogado Álvaro Javier Piedrahita que el 13 de febrero de 2015 acudió a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas UAEGRTD del Valle del Cauca y Eje Cafetero con el fin de poner en conocimiento su condición de víctima del conflicto armado y en tal sentido, solicitó la inscripción de sus predios en el registro de tierra despojadas y abandonadas forzosamente que corresponden a los inmuebles denominados “La Esmeralda”, “Monterrey”, “El Encanto”, “Alto Prado”, “la Meseta” y “Miravalle”, para lo cual rindió una declaración en la que expuso que sus fincas eran frecuentadas por miembros de las FARC y  por un señor “Roballo” que al parecer era paramilitar, quienes atemorizaban a los habitantes de la región.
Indicó el accionante que en dicha declaración describió cada uno de los hechos que lo llevaron  a abandonar los terrenos referidos, en los que destaca las lesiones que con arma de fuego que sufrió su mayordomo el señor Fredy González Oviedo, quien había sido contratado para la finca La Esmeralda y otros predios, al parecer causadas por grupos al margen de la ley.  Sin embargo, la UAEGRTD mediante las resoluciones RV 1550,1551, 1552, 1553, 1554 de 2015 excluyó el inicio de estudio de las fincas “Monterrey, El Encanto, Alto Prado, la Meseta y Miravalle” y a través de la RV2880 del 4 de septiembre de 2015 excluyó el estudio del predio “La Esmeralda” con fundamento en que los hechos que ocasionaron la pérdida del derecho o vínculo con el predio no corresponden a lo establecido en el artículo 3º de la ley 1448 de 2011 y en el literal (c), aunque consideró el accionante que debió ser el literal (d).  En dichos actos administrativos se mencionó que según el testimonio del señor Sebastián Rodríguez Agudelo se dijo que el señor Fredy González Oviedo, mayordomo, había sido atacado por delincuencia común cuando se refiere a la presencia de la banda “los pasteles” en el municipio El Cerrito, organización delincuencial dedicada a “deshuesadores de carros”.  Por lo tanto, interpuso el recurso de reposición en contra de los anteriores actos administrativos.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          
Mediante la Resolución RV 0865 del 23 de mayo de 2016 se decidió la acumulación de las solicitudes de los predios “Monterrey, El Encanto, Alto Prado, la Meseta y Miravalle” con ocasión en que los mismos se encontraban ubicadas en la misma vecindad y se referían a los mismos hechos. En tal sentido, mediante el acto administrativo RV01363 del 29 de agosto de 2016 se resolvió el recurso de reposición frente a los predios acumulados en el que se consideró que:: “(…) lo declarado por este testigo indica que efectivamente el peticionario fue víctima de desplazamiento y que se vio forzado a dejar de frecuentar el terreno solicitado en restitución con ocasión de amenazas provenientes de la guerrilla de las FARC”
“(…) Este precepto a priori subsana la causal de exclusión del inicio formal de estudio de la solicitud del señor ALVARO JAVIER PIEDRAHITA ECHEVERRY, en tanto precisan los hechos de violencia que se presentaron en la época del abandono del que aduce el solicitante fue víctima”

“(…) De este modo, se estima que la situación de abandono forzado de la que fue víctima el solicitante se interrumpe en el momento en el que dispone nuevamente de la administración del inmueble en el año 2009 por medio de un cuidador, así el abandono no perturbó la explotación económica del fundo y por tanto no ha impedido la administración del predio, la disposición de la suerte del mimo por parte del peticionario en su calidad de propietario y el ejercicio de la relación o vínculo del señor ALVARO JAVIER PIEDRAHITA ECHEVERRY con el predio, en consecuencia el acceso a los derechos sobre la tierra”
“(…) Entonces nos encontramos ante las causales de exclusión descritas en el numeral 3 y 6 del artículo 2.15.1.3.5. del Decreto 1071 de 2015”
“(…) De este modo, la UAEGRTD no desconoce su condición de víctima de conflicto armado, pero por lo expuesto, no es llamada a prosperar la solicitud de restitución de tierras, por lo sustentado en la parte motiva de este acto administrativo”

Indicó que en la Resolución RV1401 del 5 de septiembre de 2016 se excluyó del estudio al predio “La Esmeralda” con los mismos argumentos que se expusieron en la RV01363 del 29 de agosto de 2016 antes aludida.
Adujo el actor que el “cuidador” conocido como “Satinga” solo se envió al predio “La Esmeralda” porque las otras cinco (5) fincas están a 8 kilómetros de distancia, quien se aprovechó de la situación, ya que el accionante no podía ir a la región por temor a represalias, y hurtó la totalidad de los elementos de la finca “La Esmeralda”, por lo que consideró que quedó doblemente victimizado.  De tal manera, que dicho terreno no pudo ser objeto de explotación económica y se pregunta, entonces que pasó con los demás tierras fincas “Monterrey, El Encanto, Alto Prado, la Meseta y Miravalle” que se encuentran ubicadas en el municipio de Ginebra, Valle, a donde nunca pudo regresar por el temor que representa la montaña y la distancia en esos parajes solos y sin vecinos?
Consideró el actor que en las resoluciones que le negaron la inclusión de sus predios, la UAEGRTD plasmó una serie de incongruencias y errores de análisis e interpretación de las normas citadas, al igual que una descontextualización de los hechos narrados en las solicitudes y las declaraciones rendidas por los testigos, lo que generó la vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la propiedad privada.
Por lo anterior, solicitó tutelar su condición de víctima y en tal sentido, se ordene a la UAEGRTD la inclusión de los inmuebles denominados “La Esmeralda, Monterrey, El Encanto, Alto Prado, la Meseta y Miravalle”.  Lo anterior, con el fin de restablecer sus derechos dando aplicación de manera correcta a lo dispuesto en los artículos 3 y 74 de la Ley 1448 de 2011 y los numerales 3 y 6 del artículo 2.15.1.3.5. del Decreto 1071 de 2015.

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda (Fls. 14-50)
2.3. Mediante auto del 11 de diciembre de 2017 se avocó el conocimiento de la acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a la la UAEGRTD  (Fl. 45).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS DEL VALLE DEL CAUCA Y EJE CAFETERO – UAEGRTD
La Directora Territorial del Valle del Cauca y Eje Cafetero de la UAEGRTD hizo referencia a las funciones de esa unidad y a las etapas del proceso de restitución de tierras.

Indicó que esa Unidad adelantó el trámite administrativo el cual culminó con la determinación de no iniciar el estudio formal de las solicitudes del accionante tendientes a que inscribieran en el Registro de Tierras Desalojadas y Abandonadas Forzosamente  los predios de su propiedad,  a quien se le notificaron los diferentes resoluciones en contra de las cuales el señor Piedrahita Echeverry interpuso el recurso de reposición, habiéndose confirmado lo decidido, por lo que quedaron en firme.  De tal manera, que dichos actos administrativos se presumen legales ya que no han sido anulados por la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
Consideró que no procede la acción de tutela contra actos administrativos, máxime que el actor no demostró estar frente a un perjuicio irremediable, quien fue notificado personalmente el 25 de octubre de 2016 de las determinaciones de no incluirlo en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, lo que significa que el accionante dejó transcurrir más de un año de inactividad que no se encuentra justificada.

Por lo tanto, solicitó que se declare improcedente la acción constitucional (Fls. 51-56).  
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

4.1. Mediante sentencia del 26 de diciembre de 2017 el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, resolvió declarar improcedente la acción de tutela instaurada por Álvaro Javier Piedrahita Echeverry contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas del Valle del Cauca y Eje Cafetero, por no cumplir con los requisitos establecidos por los principios de subsidiaridad e inmediatez del amparo constitucional y por no haberse demostrado un perjuicio irremediable (Fls. 63 y 64).
4.2. El Dr. Álvaro Javier Piedrahita Echeverry notificado del fallo anterior a través del oficio Nº 1594 del 29 de diciembre de 2017l fallo de tutela el 29 de diciembre de 2017 (folio 67).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 2 de enero de 2018, el Dr. Álvaro Javier Piedrahita Echeverry indicó que discrepa del fallo emitido por el a quo, en el sentido de que su condición de víctima y abandono de sus tierras quedó plenamente demostrado con los documentos aportados, como son las resoluciones emitidas por la entidad accionada, lo que conlleva la continua vulneración de sus derechos fundamentales ante “la condición de abandono de mis fincas permanece y mi condición de víctima no ha desaparecido”. 

Indicó que el principio de inmediatez para la instaurar la acción de tutela, se cumple en su caso pese al paso del tiempo, pues es evidente que continúa su situación desfavorable como consecuencia de la afectación de sus derechos es actual, por lo tanto la protección por medio de la acción de tutela sigue siendo inmediata para lo cual citó la Sentencia T-1029 de 2010.

Insistió que su condición de víctima no ha cambiado, que sus tierras siguen en poder de otras personas, cada día que pasa se agrava la situación por las modificaciones que realizan en ellas, tales como  ventas parciales, siembras de cultivos, alteración de los “carreteables” y demás, con el agravante de que sus tierras son el único patrimonio que posee, fruto de su trabajo honrado de más de 25 años de ejercicio profesional (Fls. 69–73).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.5.1. Con respecto al  presupuesto de la inmediatez, en el caso sub examine el accionante presenta su inconformidad frente a lo decidido por la UAEGRT a través de las Resoluciones RV01363 del 29 de agosto de 2016 y la RV1401 del 5 de septiembre de 2016, las cuales confirmaron la exclusión de inicio de estudio de inscripción de sus predios Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, esta Sala puede inferir la afectación a su derecho a la propiedad privada al no haber acreditado el abogado Piedrahita Echeverry que se encontraba dentro del término razonable para formular la demanda de amparo.   

6.5.2 Aunado a lo anterior, el principio de la subsidiariedad de la acción de tutela tampoco se cumple, si se tiene en cuenta lo dispuesto en el artículo 6º del decreto 2591 de 1991 numeral primero que indica que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos. En el último caso se ha expresado que la tutela procederá, ordinariamente como mecanismo transitorio, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.  

6.6.  DEL CASO EN CONCRETO

6.6.1. Acudió el abogado Álvaro Javier Piedrahita Echeverry al juez constitucional con el fin de que por esta vía se ordene a la UAEGRT del Valle del Cauca y Eje Cafetero que se incluyan los predios de su propiedad denominados “La Esmeralda, Monterrey, El Encanto, Alto Prado, la Meseta y Miravalle” en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, los que fueron excluidos de estudio de inclusión por dicha Unidad a través de los actos administrativos que confirmaron tal decisión a través de las resoluciones RV 1401 del 05 de septiembre 2016 y la 1363 del 29 de agosto de 2016.  Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011 en sus artículos 3 y 74, así como el artículo 2.15.1.6.6 del Decreto 1071 de 2015, con el fin de restablecer sus derechos.
6.6.2.  La jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia  T-514 de 2003 estableció que en principio, la acción de tutela no constituye el medio adecuado para controvertir las actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Al respecto concluyó lo siguiente:

“En ese escenario, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable. Al respecto se establecido:  “La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”  
A su vez la Corte en sentencia T-161 de 2009, ha indicado que la procedencia del amparo está sujeta a que el actor acredite sumariamente las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados. En este sentido observa la Sala, que el demandante no señala por qué, en su momento, no acudió al mecanismo judicial ordinario ni por qué se hace imperativo desestimar la vía usual por la cual se ventila este tipo de controversias.

A lo cual la Corte Constitucional en muchas ocasiones ya ha sostenido que es cierto que el trámite de la acción de tutela es más rápido que el de otras acciones judiciales, pero si este fuera un criterio para la procedibilidad de la acción de tutela, todos los procesos terminarían tramitándose por esa vía, desconociendo su finalidad de mecanismo subsidiario y residual. (Subrayas propias)
6.6.3. Esta Colegiatura advierte que la jurisdicción ordinaria tiene previsto como mecanismo de defensa la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad que se encuentran consagrados en los artículos 137 y 138 de la Ley 1437 de 2011, lo que significa que la parte actora cuenta con dichos medios de control contenciosos administrativos, de lo que no existe prueba dentro del expediente se hubieran utilizados, luego de haber agotado la vía administrativa cuando interpuso los recursos de reposición en contra de las resoluciones RV 1550,1551, 1552, 1553, 1554 de 2015 en las que se excluyó el inicio de estudio de las fincas Monterrey, El Encanto, Alto Prado, la Meseta y Miravalle y a través de la RV2880 del 4 de septiembre de 2015 excluyó el estudio del predio La Esmeralda.
6.6.4. Por lo tanto, en este caso en concreto ante la existencia de mecanismos más idóneos para que el señor Álvaro Javier Piedrahita Echeverry pueda lograr el reconocimiento de los derechos que aduce fueron vulnerados con la expedición de los actos administrativos proferidos por la UAEGRT despojadas del Valle del Cauca y Eje Cafetero, surge con toda claridad la inviabilidad del amparo invocado, toda vez que el accionante no demostró que el medio de control administrativo no era eficaz para resolver la cuestión puesta en conocimiento en el presente trámite constitucional.
6.6.5.  Se insiste entonces, que la acción de tutela es subsidiaria en razón a que su procedencia está sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa por el accionante o a la demostración de su inexistencia. En tal sentido, se reitera que la Corte Construccional ha señalado que: “Es, en efecto, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancia de los derechos constitucionales fundamentales, pues solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial (…). Se establece así un sistema complementario de garantía de aquellos derechos constitucionales fundamentales (…)”
.
6.6.6.  Igualmente, la Corte Constitucional ha sostenido que deben agotarse los recursos ordinarios de defensa, toda vez que la tutela no fue creada ni destinada a suplir los procedimientos ordinarios ni para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso, así “(…) la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo”
. 
6.6.7. Así las cosas, esta Sala observa que en el presente asunto constitucional el accionante pretermitió agotar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho cuando ese era el mecanismo ordinario y expedito que tenía para para controvertir los actos administrativos emitidos por la UAEGRT despojadas del Valle del Cauca y Eje Cafetero, por lo tanto, al incumplirse con uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, como lo es el de la subsidiariedad, esta Sala confirmará  el fallo estudiado.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 26 de diciembre de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por el abogado Álvaro Javier Piedrahita Echeverry en contra de la UAEGRT despojadas del Valle del Cauca y Eje Cafetero.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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